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Un Estado debe aprender a enfrentar y asumir las 
grandes transformaciones de su propia criminalidad, y 
no es serio, optar por el facilismo de agravar las penas  
con el pretexto de “salvaguardar la seguridad 
ciudadana”.   
 
El Derecho Penal del Enemigo es una tendencia que 
desconoce al ser humano como individual, libre, digno, 
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ANEXO 1. Treinta entrevistas efectuadas dentro de la realización de la presente 
monografía. 
 
ANEXO 2. Ficha técnica de la Encuesta. 
 











La teoría de la doble negación, es una premisa lógica según la cual, cuando se 
niega dos veces, en realidad se está afirmando. Así, cuando una persona comete 
un delito, está negando. Su negación está orientada a la norma, niega la 
existencia o la vigencia de esa norma. Lo que haría la pena es negar el 
comportamiento de esa persona. En consecuencia, esa doble negación conduce a 
afirmar que la norma existe y está vigente, y esa es la función que se le asigna a 
la pena. 1 
 
En 1985 fue el primer momento en que la teoría del derecho penal del enemigo 
nació a la discusión pública de la mano de Günter Jakobs. En ese momento lo que 
se buscaba era encaminar la actividad del estado en el endurecimiento de la 
sanción de las actividades delictivas, tipificando conductas futuras e incluso desde 
su etapa de preparación.  Allí aparece el término “Feindstrafrecht”2, para referirse 
a aquellos actos encaminados a sancionar anticipadamente ciertos 
comportamientos de peligro. 
 
Mientras que en el derecho penal del ciudadano, existe en el sujeto una 
expectativa normativa de respeto hacia la norma, en el derecho penal del 
enemigo, se ha dado una separación tal vez permanente del contrato social 
suscrito entre los ciudadanos,  que no hay realmente posibilidad de validar la 
expectativa normativa. 
 
                                                 
1
 Carlos Andrés Guzmán Díaz, Derecho penal del enemigo. 
2
 JAKOBS, Günther.“La autocomprensión de la ciencia del Derecho penal ante los desafíos del presente”. Traducido 
por MANSO, Teresa. 
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Este individuo, entonces, sale del concepto de ciudadano y se enemista con el 
estado, “no está dentro del sistema”. Por consecuencia, se adoptan medidas para 
tratar a quien se ha autoexcluido, para tratarlo como tal.  
 
Finalmente el Derecho penal del enemigo lo componen aquellos tipos penales que 
anticipan la punibilidad a actos que solo tienen el carácter de preparatorios o 
futuros. Estos tipos penales se apartan del Derecho penal, ya que no se hace 
necesaria la lesión al bien jurídico, la punibilidad encuentra fundamento en la sola 
peligrosidad del autor, manifestada en una acción dirigida a la realización de un 
hecho en el futuro. 
 
Por lo que este trabajo de investigación, servirá en un comienzo para establecer 
los comienzos de la teoría del derecho penal del enemigo, su eminente aplicación 
en el mundo, en Latinoamérica y en Colombia. Además de comprender en qué 
casos es aplicable dicha teoría y en qué casos se ha venido aplicando. Establecer 
qué piensan de esto, diversos autores que se han referido al tema, y los 
operadores judiciales en nuestra región. 
 
Investigación que al ser finalizada, nos permitirá mirar con mayor claridad lo 
concerniente al tema del derecho penal del enemigo, de su eventual aplicación y 
existencia en nuestra legislación penal Colombiana y tendrá importancia sus 
resultados para todo abogado que litigante u operador judicial que quiera tomar 









1. DERECHO PENAL DEL ENEMIGO 
 
 
1.1. NACIMIENTO DEL DERECHO PENAL DEL ENEMIGO 
 
El derecho penal del enemigo tuvo su nacimiento a mediados de los años ochenta, 
en los pensamientos de Günter Jakobs en búsqueda de la solución a la falta de 
rapidez legislativa para contrarrestar los actos delictuales de los ciudadanos, y la 
no generación de la intimidación punitiva (incremento desmedido de las penas).  
Fuera de esto Günter Jakobs orientaba la persecución en su teoría al autor y no al 
hecho, lo que es considerado por algunos autores que han realizado el estudio de 
la Teoría de Jakobs como extrema, abusiva y falta de garantías, bajo el análisis de 
que se considera al enemigo como “no persona ó no ciudadano”, generando un 
atentando contra los derechos humanos, encontrando cualquier medida de 
represión como ajustada, en justificación de que se obra en defensa de la 
seguridad ciudadana. 
Pero otros como Román3 piensan que fue mucho antes de Jakobs, que inició a 
manejar el postulado del "enemigo", a pesar que no se determinaba por el 
Derecho sino mediante la coacción. Por ejemplo Rosseau concebía que cualquier 
delincuente o malhechor que ataque el "Derecho Social" deja de ser "miembro" del 
Estado; en estos casos, la pena contra ese malhechor supone que se halla en 
guerra contra el Estado, y de manera similar pensaba Fichte quien sostenía que 
"quien abandona el contrato ciudadano en un punto en el que en el contrato se 
contaba con su prudencia, sea de modo voluntario o por imprevisión, en sentido 
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estricto pierde todos sus derechos como ciudadano y como ser humano, y pasa a 
un estado de ausencia completa de derechos. 
 
Ya Jakobs al generar su teoría discrepó de los aportes de Fichte y Rosseau, por 
su generalidad, ya que éste considera que "en principio, un ordenamiento jurídico 
debe mantener dentro del Derecho también al criminal, y ellos por una doble 
razón: por un lado, el delincuente tiene derecho a volver a arreglarse con la 
sociedad, y para ello debe mantener su estatus como persona, como ciudadano. 
Por otro lado, el delincuente tiene el deber de proceder a la reparación de daño 
que ha ocasionado con su acción delictuosa, el delincuente no puede despedirse 
arbitrariamente de la sociedad a través de su hecho. 
 
Pero en cierta forma Fichte y Rosseau, desde mucho antes trataban de buscar la 
supuesta solución a los problemas de criminalidad en contra del estado y la 
sociedad, con el enemistamiento del Estado con el infractor quien debía de ser 
relegado de la sociedad y tratado no como ciudadano y persona, sin ofrecer en 
ningún momento posibilidad de rehabilitación e inserción posterior a la sociedad. 
 
1.2. EL ENEMIGO EN EL DERECHO PENAL DEL ENEMIGO 
 
El Derecho Penal del Enemigo considera que los enemigos son los que están o 
actúan en contra o al margen del derecho penal (de la ley) y del sistema social, en 
consecuencia, para nuestro caso, vendrían a ser los terroristas, los 
narcotraficantes, los violadores, los secuestradores, etc.  
 
Sin embargo, es imprescindible señalar que se tiene que estar muy alerta, ya que 
este tema de la consideración como “enemigo” para esta teoría puede ser 
hábilmente utilizada (tergiversándola) para fines jurídicamente nada loables. En 
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consecuencia, algunos poderosos Estados pueden utilizar adrede una 
“identificación equivocada del concepto de enemigo” para justificar la ejecución de 
acciones militares donde lo que en realidad prima son los intereses económicos, 
políticos, etc. (invasión a Irak).  
 
Según Román4 el concepto de "enemigo" se conoció a partir de los aportes del 
alemán Carl Schmitt quien realizó la distinción amigo Vs enemigo. Y definió al  
enemigo de la siguiente manera: "Enemigo no es pues cualquier competidor o 
adversario, tampoco es el adversario privado al que se detesta por cuestión de 
sentimientos o antipatía, el enemigo es solo un conjunto de hombres que siquiera 
eventualmente, esto es, de acuerdo con una posibilidad real, se opone 
combativamente a otro conjunto análogo. Solo es enemigo, el enemigo público, 
pues todo cuanto hace referencia a un conjunto total de personas, o en términos 
más precisos a un pueblo entero. 
 
Román dice que en la edad romana según Schmitt, se daba una diferenciación 
entre el inimicus y el hostis; el inimicus era el enemigo personal, en tanto que el 
verdadero enemigo político era el hostis, para quien se plantea siempre la 
posibilidad de guerra y era visto como negación absoluta del otro ser o realización 
extrema de la hostilidad. El hostis era pues, el enemigo público o político. 
Román López distingue tres acepciones del término enemigo: La primera 
circunscrita al ámbito estrictamente castrense, valga decir, el enemigo entendido 
como el combatiente del bando adversario, el objetivo militar.  La segunda desde 
al ámbito político criminal, atribuida a aquellos sujetos extremadamente peligrosos, 
profesionalmente delictivos, que infringen normas graves y de manera reiterada, y 
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que llegan a integrarse en organizaciones delictivas estructuradas. Y la tercera, 
desde ámbito estrictamente político, circunscrita a aquellos que sin llegar a poseer 
las características de los anteriores, son calificados como enemigos (de la patria, 
de la democracia, del desarrollo) en tanto suponen una amenaza 
"desestabilizadora" de los regímenes de corte autoritario. 
 
La segunda y tercera opción, se diferencian porque en un caso el "enemigo" es 
calificado como tal por la forma como su comportamiento impacta en la sociedad, 
mientras que en el otro, por la forma como su conducta impacta en la estabilidad 
de determinado régimen.5 
 
La doctrina penal de Gunther Jakobs del "Derecho Penal del enemigo" está 
dirigida precisamente a aquellos sujetos calificados como enemigos o "no 
personas" al interior de los Estados. 
 
El enemigo en el Derecho penal del enemigo tal como lo dice Carlos Parma, se 
sustenta en tres  principios falsos: El primero dice: “no todos somos iguales” ante 
la ley, el segundo principio sostiene: “que el ser humano no es un ser humano, es 
una persona” y  el tercero, que  pertenece al arte del birlibirloque, considera que 
“una persona puede ser persona o no  persona”. 
 
Al hombre se le niega la calidad humana y la de persona también, un problema 
ontológico y teleológico a la vez, para mayor comprensión nos permitimos 
presenta de forma esquemática el  dogma del Derecho penal del enemigo el cual 
sería el siguiente: 
                                                 
5
 Elis chamaya Altamirano Bachiller en Derecho UPAO (2009), revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología. 2005, 





El ser humano es Persona 
La persona       es Ciudadano 
La no persona es Enemigo 
 
El Dr. Zaffaroni6, respecto a la teoría de  Günther Jakobs, “Derecho Penal del 
Enemigo”, concluye que no es posible, establecer al enemigo en un estado 
constitucional de derecho, porque estos solo están reservados para los estados 
absolutos, totalitarios, arbitrarios y dictatoriales, en donde se hace indispensable la 
creación de un enemigo, ya que es el acta justificativa de sus estados de 
excepción, tan prolongados en el tiempo como las repercusiones de las acciones 
de sus actores. 
 
Continúa el Dr. Zaffaroni7 manifestando que solo en una situación de guerra total, 
podría hablarse de derecho penal del enemigo, sin caer en las incongruencias y 
dubitaciones de la teoría güntheriana de finales del siglo pasado. Contrapone la 
política liberal de la política inquisitorial, en que “la política liberal tiene su único 
contrincante; la política inquisitorial es errática, pues para inventar un enemigo 
debe desmontar la legitimación del precedente”. 
 
Explica Zaffaroni8, que en algún momento de nuestras vidas los ciudadanos 
podemos pasar de ser iguales, a ser molestos o disidentes, o aún enemigos, que 
por tanto, ver al hostis desde el punto de vista óntico sería sentenciarlo antes de 
cometer el delito, hurga en que esta concepción solo puede ser posible en un 
llamado estado de policía. Dice, que “desde una visión estática del poder –o sea, 
desde la fotografía- es posible pensar que si se concede al derecho penal del 
enemigo un espacio limitado, o sea, si se entrega un grupo de personas al poder 
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conforme al modelo del estado de policía y en forma limitada, las pulsiones de 
este modelo cesarán. Pero esto no es lo que sucede en la realidad dinámica del 
poder, donde todo espacio que se concede al estado de policía es usado por este 
para extenderse hasta llegar al estado absoluto”. 
 
Pregunta: ¿Pero quién decide quién o quiénes son los enemigos? Contesta: el 
político, o sea, el soberano. Según Zaffaroni, el verdadero enemigo no puede ser 
una persona, ni puede estigmatizarse a alguien por razón de edad, raza o sexo, si 
lo hacemos estaríamos desconociendo nuestra propia concepción de personas. 
 
Concluye Zaffaroni9, afirmando que “si cedemos al temor, hemos perdido sin 
haber peleado, el terrorismo habrá ganado, y nosotros habremos abdicado sin 
saber si hubiésemos ganado, por eso quiero finalizar este humilde intento con la 
puntualización que hiciera el Lord Hoffman en su voto en la ocasión de discutir el 
máximo tribunal británico la adecuación a la Convención Europea de Derechos 
Humanos de la ley antiterrorista del 2001, quien agregó: “La real amenaza para la 
vida de la Nación, en el sentido de un pueblo viviendo conforme a sus leyes y 
valores tradicionales, no proviene del terrorismo, sino de leyes como éstas. Esta 
es la verdadera medida en que el terrorismo puede llevarse a cabo. El Parlamento 
debe decidir si le otorga al terrorismo semejante victoria”.  
¿Será que en nuestro caso estaríamos frente a esta denominación de enemigo, 
cuando abordamos el tema de violador en serie?, o ¿acaso cuando hablamos de 
las AUC, de las FARC, quienes al parecer se apartan de ser un individuo o 
persona y pasa a ser un enemigo de la sociedad entera, por sus actos adoptados 
por ira, placer, dolor, ideología o dinero?. Y en la actualidad ¿estamos en la 
capacidad y voluntad de buscar una rehabilitación especial para esta persona?. 
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Trataremos de darles respuesta a estos interrogantes cuando miremos el Derecho 
penal del enemigo en Colombia. 
 
 
1.3. FUNCIÓN DEL DERECHO PENAL DEL ENEMIGO 
 
Se sostiene que la función del Derecho penal de enemigo es la eliminación de un 
peligro, de un sujeto peligroso en extremo y reincidente que, por su condición de 
tal, no amerita ser tratado como persona, lo apartamos del hecho de ser 
ciudadano y parte del Estado. Por lo que se dice que en este presupuesto, el 
Estado no habla con sus ciudadanos, sino amenaza a sus enemigos, aquel puede 
abstenerse de respetar y garantizar ciertos derechos y libertades que resultan 
esenciales a todo ser humano. 
Esta teoría supone tres características en la práctica: 
- Se adelanta a la punibilidad, castigándose el hecho futuro a diferencia de lo 
habitual (Derecho penal de ciudadano) en donde el punto de referencia es el 
hecho ya cometido 
- Las penas previstas son desproporcionalmente altas. 
- Se relativizan, o incluso suprimen, determinadas garantías procesales 
 
1.4. DERECHO PENAL DEL ENEMIGO COMO DERECHO PENAL DE AUTOR 
 
I.IV.I Enemigo - Según Román el  "enemigo" se hizo popular a partir del aporte del 
alemán Carl Schmitt quien hizo la  distinción de amigo-enemigo. Y al enemigo lo 
denominó de la siguiente manera: "Enemigo no es pues cualquier competidor o 
adversario, tampoco es el adversario privado al que se detesta por cuestión de 
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sentimientos o antipatía, el  enemigo es solo un conjunto de hombres que 
eventualmente, esto es, de acuerdo con una posibilidad real, se opone 
combativamente a otro conjunto análogo 
 
Siguiendo al mismo autor, en la edad romana según Schmitt, se daba una 
diferenciación entre el inimicus y el hostis; el inimicus era el enemigo personal, en 
tanto que el verdadero enemigo político era el hostis, para quien se plantea 
siempre la posibilidad de guerra y era visto como negación absoluta del otro ser o 
realización extrema de la hostilidad. El hostis era pues, el enemigo público o 
político. 10 
 
Esta definición es muy apegada a la utilizada por la teoría del derecho penal del 
enemigo, ya que enemigo es quien deja de un lado el contrato social firmado con 
el Estado consistente en el cumplimiento de la normas y las leyes, y pasa a 
infringirla de forma deliberada y de tracto sucesivo, convirtiéndose en un enemigo 
del Estado (sociedad y demás ciudadanos).  
I.IV.I Ciudadano – Respecto a la Teoría del derecho penal del enemigo el 
ciudadano es quien hace parte del Estado y acata las normas impuestas por el 
mismo, vive en sociedad sin generar lesión a los bienes jurídicamente tutelados. 
Por lo tanto el enemigo del derecho penal del enemigo, no se considera ni siquiera 
ciudadano, se desconoce el hecho de que es persona y se convierte en un 
enemigo no ciudadano, negándole la posibilidad de emendar sus errores, 
reivindicarse con la sociedad y realizar su propia rehabilitación con el apoyo del 
Estado. 
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En cambio al no reconocerle como persona – ciudadano, por el hecho de no 
respetar las normas penales, éste se sugiere que sea excluido del derecho penal, 
perdiendo sus derechos fundamentales y claro las garantías procesales, ya que se 
busca combatir a ésta persona por fuera de las normas penales y procedimentales 
del derecho penal de los ciudadanos.   
Este sujeto peligroso, enemigo, no ciudadano es señalado de haber abandonado 
el Derecho en forma permanente, por su reincidencia, por haberse  desviado de 
los principios, y no ofrecen garantías al Estado de comportamiento personal en 
sociedad. Y para hacerle frente, dice la Teoría del Derecho Penal del enemigo que 
el Estado debe de establecer una confrontación clara, de frente en contra de éste, 
pero no llevando a un juzgamiento y condena, si no eliminándolo preventivamente 
como fuente de peligro.   
 
Por lo tanto se debe de decir que el derecho penal del enemigo es un derecho de 
autor, ya que el Estado se ensaña en éste, no por vulnerar un bien jurídico 
tutelado dentro de la ley penal, si no por considerarlo un peligro como ser, y que el 
Estado al tomar medidas represivas en contra de éste, está evitando riesgos 
futuros que pueda llegar a realizar.   
 
1.5. DERECHO PENAL DEL ENEMIGO ¿DISTANTE AL DERECHO PENAL 
DEL CIUDADANO? 
 
En nuestra legislación actual Ley 599 2000 y Ley 906 de 2004 (derecho penal y 
procedimiento penal del ciudadano) posee una estructura basada en las garantías 
de la aplicación de la ley penal, por lo que se podría decir que su concepción es 




Lo anterior con el fin de respetar la dignidad humana y los derechos de las 
personas inalienables, y que se encuentran resguardados y protegidos por los 
convenios y tratados internacionales a los cuales se encuentran adheridos y 
sometidos los Estados. Por lo que se podría decir que el común de la aplicación 
de la ley penal en el mundo, se encuentra enmarcada por el respeto de la dignidad 
humana y de los derechos fundamentales.  
 
A pesar de esto, algunos doctrinantes consideran que el Derecho penal del 
ciudadano nunca se separará por completo del Derecho penal del enemigo. Aun 
cuando el Derecho penal del ciudadano, se caracterice por el mantenimiento de la 
vigencia de la norma, y el procedimiento con las garantías,  y el Derecho Penal del 
enemigo se oriente a combatir peligros, por lo que consideran que no se deben de  
entender como dos esferas aisladas. 
 
La justificación la basan en que son dos tendencias opuestas pero dentro de un 
solo contexto jurídico penal, que se pueden sopesar una a la otra, y por ejemplo 
dicen que en el derecho penal del ciudadano se evidencia la defensa de riesgos 
futuros, y en el derecho penal del enemigo se le puede dar un trato digno, de 
persona, hasta al terrorista más cruel y respetarle sus derechos procesales. Y  de 
separar un derecho del otro, habría que estar en una constante revisión de la 
normativa,  puesto que el hecho de separarlos no impediría que la normativa en el 
Derecho penal de los ciudadanos no se exceda –como en la actualidad- en la 
defensa frente a riesgos futuros. Así mismo, el Derecho penal del ciudadano 
degenera la figura del delincuente habitual por el delincuente reincidente, y es 
mediante la misma que se daría (dentro del Proceso Penal) la transición de 
persona – ciudadano a no persona - enemigo. 
 
Günter Jakobs describe al Derecho penal del enemigo, sus características y su 
existencia dentro del Derecho penal vigente. Propone la separación del Derecho 
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penal del enemigo, aunque no en su totalidad, del Derecho penal de los 
ciudadanos. Para este autor resultaría menos contradictorio evitar que los mismos 
Derechos se entremezclen, que continuar tolerando la existencia de fragmentos 
del Derecho penal del enemigo dentro del Derecho penal de los ciudadanos.  
 
Para nosotros, aunque signifique adelantarnos un poco al análisis que 
realizaremos dentro de la presente investigación, cuando tratemos el caso 
concreto de Colombia, es necesario como visualizaba Günter Jakobs, que ambos 
derechos estén separados y que no se entrelacen, pero yendo un poco más allá, 
los dos deben de estar totalmente delimitados, al punto de que no quepa la menor 
duda de que la norma penal de los ciudadanos sea aplicada a estos, y en los 
casos concretos de establecer la existencia de un enemigo aplicar a éste la 
normatividad alterna que se haya generado para ese caso en concreto. 
 
Dado que de no ser así terminaríamos señalando como enemigo a todo 
delincuente y finalizando sin derecho penal para el ciudadano y solo contaríamos 
con un Derecho penal del enemigo aplicado a todos los infractores, pero este tema 



















2. ¿DERECHO PENAL SIMBÓLICO!  ¿DERECHO PENAL DEL ENEMIGO EN 
EL DERECHO PENAL DE LOS CIUDADANOS? 
 
 
El Derecho penal simbólico se ha definido como  aquella tipificación desbordada, 
desproporcionada, oportunista, mediática, utilizada como un medio para transmitir 
a la población señales que den cuenta de la existencia de una autoridad estatal 
fuerte y decidida a reaccionar con firmeza en contra de aquellos actos reprobados 
por la mayoría, pero no generada para tener una aplicación práctica11. 
 
De esta forma se entiende que el término “simbólico” es incorporado, dado que  la 
tipificación o normas penales, tienden a convertirse en una comunicación o 
advertencia insertada en la norma, mostrando al legislador interesado en 
demostrar firmeza mediante la criminalización como única política criminal, y 
respuesta a la sociedad.  
 
Posee características de las medidas a tomar para la aplicación de un Derecho 
penal del enemigo como la introducción de nuevas normas penales, ahora si 
pensadas para ser aplicadas, o el endurecimiento de las disposiciones ya vigentes  
lo cual constituye una inversión del proceso de retroceso punitivo. 
 
En el Derecho Penal Simbólico la fuerza comunicativa de la norma se basa en la 
construcción de una categórica frontera que separa a los autores de las conductas 
criminalizadas y el resto de la sociedad. Para ello, es necesaria además la 
confluencia del punitivismo – sobre todo cuando se trata conductas respecto de 
las cuales la intervención legislativa consistió en el endurecimiento de las penas - 
de tal forma que ambas tendencias confluyen en una relación de dependencia 
                                                 
11
 Tanto un concepto más acabado como una contundente crítica al Derecho Penal Simbólico puede encontrarse en DÍEZ 
RIPOLLÉS, José Luis, “Derecho Penal Simbólico y los efectos de la pena”, Boletín Mexicano de Derecho Comparado, Nº 
103 (2002), p. 63 y ss. 
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mutua y de cuya combinación práctica surge el denominado Derecho Penal del 
Enemigo. 12  
 
Un ejemplo claro del derecho penal simbólico en nuestro país, es lo que se 
pretende mediante la iniciativa que actualmente cursa en nuestro congreso, en la 
que se estudia la posibilidad de realizar un referendo, para que los ciudadanos 
decidan sobre reforma a la constitución nacional, que permita aplicar cadena 
perpetua a  los abusadores sexuales.   
 
La ley penal en Colombia permite penas de prisión hasta de 60 años, para ser 
aplicada a los mayores de edad, por lo tanto estaríamos hablando que existe la 
posibilidad de que una persona pague condena hasta los 78 años de edad, “ y 
esto ya no es una cadena perpetua?”, pero como espectáculo político, mediático, 
como sistema de  amedrantamiento a los infractores de esta norma penal, esto 
podría llegar a ser una realidad en nuestra constitución y legislación penal. 
Abriendo aún más la  franja al Derecho penal del enemigo en Colombia. 
 
En vez de realizar este desgaste legislativo y tratar de maltratar nuevamente 
nuestra Constitución, el Estado, los políticos y las autoridades debieran de 
preocuparse y ocuparse en la Política criminal, de dónde vienen, o se producen 






                                                 
12
  CANCIO MELIÁ, Manuel, “¿”Derecho Penal” del Enemigo?”, en: JAKOBS, Günther; CANCIO MELIÁ, Manuel, Derecho 
Penal de Enemigo, Madrid: Editorial Thompson Civitas, 2003, p. 77. 
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3. MEDIDAS A TOMAR POR UN ESTADO DIRIGIDO A INTRODUCIR UN 
DERECHO PENAL DEL ENEMIGO. 
 
 
Las medidas que un Estado inicia adoptando  para dirigirse a un Derecho penal 
del enemigo son: 
 
- Construcción de tipos penales en los que se presenta un adelantamiento 
sustancial del momento en que el autor ha de ser sancionado. Ello se presenta 
con aquellas conductas en que no necesariamente se lesionan bienes jurídicos, 
sino que basta con la puesta en peligro abstracta de los mismos. 
 
- La desproporción entre la respuesta punitiva, especialmente entre delitos de 
lesión y los de peligro. 
 
- La restricción de garantías procesales, con especial énfasis en aquellos que 
protegen la esfera de la libertad.  
 
De solo leer estas tres medidas, se nos viene a la mente la respuesta al 
interrogante principal de la presente monografía, ¿existe en Colombia derecho 
penal del enemigo?, podríamos adelantarnos a que no, pero que si es un caso 
cierto, que se pretende implementarlo dentro del derecho común, siendo esto más 
grave aún, ya que sería un derecho penal del enemigo dentro del derecho penal 
de los ciudadanos y no para el enemigo sino para todos los ciudadanos. 
 
Y como hemos visto la no distinción y separación de estos dos derechos es más 
peligrosa aun, y  en nuestra legislación se ve que bajo el escudo de la ley de 
seguridad ciudadana, se han tomado medidas como las señaladas para un 
Derecho penal del enemigo, soportadas en la necesidad de ofrecer seguridad a 
los asociados, tal como lo intentaremos demostrar  más adelante. 
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4. LOS ESTADOS DE EXCEPCION Y EL DERECHO PENAL DEL ENEMIGO. 
 
El Estado que se encuentre en esta situación, declara un régimen de excepción, 
durante el cual se suspende el libre ejercicio de algunos derechos por parte de los 
ciudadanos. El control del orden interno pasa a ser controlado por las Fuerzas 
Armadas. Cuando el libre ejercicio de los derechos y libertades de los ciudadanos, 
el normal funcionamiento de las instituciones democráticas, el de los servicios 
públicos esenciales para la comunidad resulte tan gravemente alterado que el 
ejercicio de las potestades ordinarias fuera insuficiente establecer y mantenerlo.13 
En algunas legislaciones estos estados de excepción autorizan suspender 
derechos fundamentales como la libertad, inviolabilidad del domicilio, secreto de 
las comunicaciones, libertad de expresar el pensamiento,  Derecho a comunicar o 
recibir información veraz por cualquier medio de difusión, prohibición de secuestrar 
publicaciones y otros medios de información sin resolución judicial, derecho de 
reunión en lugares de tránsito público y manifestaciones, entre otros. 
En el común los estados de excepción son medidas que tienden a repeler la 
agresión, defender la soberanía, atender los requerimientos de la guerra, y 
procurar el restablecimiento de la normalidad, en perturbación del orden público 
que atente de manera inminente contra la estabilidad institucional, la seguridad del 
Estado, o la convivencia ciudadana, o que perturben o amenacen perturbar en 
forma grave e inminente el orden económico, social y ecológico del país, o que 
constituyan grave calamidad pública, como es el caso de Colombia. 
 
En nuestra legislación los estados de excepción se encuentran consagrados en 
nuestra constitución en capitulo 6 en los artículos 212, 213, 214, y 215 y son  
regulados mediante la ley estatutaria 137 de 1994. 





La ley 137 de 1994 regula los estados de excepción, como guerra exterior, 
conmoción interior y emergencia económica, social y ecológica, y de igual forma 
exige que en el cumplimiento de las normas que se dicten en estos estados de 
excepción se respete lo tratados internacionales de derechos humanos y demás 
tratados ratificados por Colombia, por lo que serán inviolables en los estados de 
excepción en Colombia  el derecho a la vida y a la integridad personal; el derecho 
a no ser sometido a desaparición forzada, a torturas, ni a tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes; el derecho al reconocimiento de la personalidad 
jurídica; la prohibición de la esclavitud, la servidumbre y la trata de seres 
humanos; la prohibición de las penas de destierro, prisión perpetua y confiscación; 
la libertad de conciencia; la libertad de religión; el principio de la legalidad, de 
favorabilidad y de irretroactividad de la ley penal; el derecho a elegir y ser elegido; 
el derecho a contraer matrimonio y a la protección de la familia; los derechos del 
niño, a la protección por parte de su familia, de la sociedad y del Estado; el 
derecho a no ser condenado a prisión por deudas civiles; el derecho al Hábeas 
Corpus y el ( derecho de los colombianos por nacimiento a no ser extraditados )*.  
 
Tampoco podrán ser suspendidas las garantías judiciales indispensables para la 
protección de tales derechos. Pero para  asegurar la efectividad del derecho a la 
paz, en ejercicio de las facultades derivadas del estado de conmoción interior, se 
podrá expedir medidas exceptivas encaminadas a facilitar la reincorporación de 
delincuentes políticos a la vida civil y para remover obstáculos de índole 
administrativa, presupuestal o jurídica. 
 
De igual forma el ejecutivo será reguilado por el Congreso y deberá de contar con 
el aval de sus ministros para las decisiones que tome en un estado de excepción. 
 
Pero introducimos este aparte, dado que en los estados de excepción es cuando 
se promueve de frente a los ciudadanos el Derecho penal del enemigo, son los 
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momentos propicios para que un estado empiece a aplicar el derecho penal del 
enemigo, ya que son normas y decisiones tomadas con el fin de controlar una 
problemática de forma directa, a lo que se le debe de tener mucho cuidado ya que 
ha tenido resultados catastróficos como veremos a continuación.  
 
En Alemania, el destrozo nazi comenzó con un estado de excepción, que se 
convirtió en un flagelo para los supuestos enemigos, después de haber dictado 
normas que fueron presentadas para salvaguardar el País, según cuentan algunos 
(Müller, 2008), el 27 de febrero de 1933, en cierto lugar, un viejo edificio ardió en 
llamas. Dado que ese lugar representaba mucho para aquella gente, se declaró el 
estado de emergencia pues era necesaria la defensa del estado, para lo cual era 
necesario limitar ciertos derechos y criminalizar ciertas conductas que ponían en 
peligro la seguridad de aquél pueblo. Ese estado de emergencia sólo duró hasta el 
8 de mayo de 1945.  
 
Ese edificio del que hablamos era el Reichstag, y muchos definen esa época como 
el fin del estado constitucional alemán, en tanto el nazismo toma fuerza como una 
forma de defender el “sano sentimiento del pueblo alemán” del “enemigo”.  
 
Esto para significar que los estados de excepción han servido para justificar 
ciertos tipos de política criminal para afrontar precisamente aquello que pone en 
peligro la propia supervivencia del estado o de la forma de ver el estado, en 
últimas, de defenderse de un “enemigo”.14  
Ahora el caso de cuba en virtud del artículo 62 de la Constitución de la República 
de Cuba, ninguna de las libertades reconocidas a los ciudadanos puede ser 
                                                 
14
 Carlos Andrés Guzmán Díaz,  Derecho penal del Enemigo 
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ejercida contra lo establecido en la Constitución y las leyes, ni contra los fines del 
estado socialista la infracción de este principio es punible. 
 
Dicho artículo constituye una limitación expresa al ejercicio de los derechos 
humanos del pueblo de Cuba. No existe fundamento o justificación para que un 
estado, socialista o no, límite constitucional e indefinidamente la vigencia de los 
derechos ciudadanos. 
 
Y como la infracción es punible vemos una serie de personas, de ciudadanos 
Cubanos purgando penas perennes por supuestos crímenes políticos, y en 
muchos casos sometidos a juicios eternos sin la más mínima observancia del 
debido proceso. 
 
De esta forma quienes no estén de acuerdo con los fines del estado socialista se 
convierten en enemigos del estado, y se les juzga como tal, situación que en 
Latinoamérica ha sido de asiento en países como Venezuela, Ecuador y 
Honduras. 
 
El pueblo de Cuba ha estado, por casi medio siglo, indefenso ante los excesos de 
poder del gobierno socialista. Los cubanos no tienen formas individuales o 
colectivas de evitar y prevenir estos abusos, gracias a que nuestra ley suprema 
legaliza un perpetuo estado de excepción. Una dictadura eterna.15 
En Estados Unidos el 13 de noviembre de 2001 el Presidente permite la 
instauración de tribunales militares secretos que se ocupan de juzgar a no 
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ciudadanos acusados de terrorismo, pudiendo desplazarse al lugar del no nacional 
para juzgarlo. 
 
En Perú surgió una legislación antiterrorista durante el régimen del presidente 
Alberto Fujimori, la que fue objeto de numerosos cuestionamientos por la Corte 

































5. LEY 1453 DE 2011 “LEY DE SEGURIDAD CIUDADANA”. MEDIDAS DE 
DERECHO PENAL DEL ENEMIGO? 
 
 
En la ley 1453 de 2011 que reformó el código penal, al código de procedimiento 
penal, al código de infancia y adolescencia, las reglas sobre extinción de dominio y 
trajo algunas otras disposiciones en materia de seguridad, a nuestro concepto, fue 
un intento del legislador y ejecutivo de lavarse las manos, frente a la criminalidad 
actual de nuestro país, ya que se piensa equivocadamente que aumentando las 
penas, y creando nuevos tipos penales,  se logra sembrar en la sociedad  una 
confianza en la norma o reafirmar en la mente de todos, la vigencia de la ley 
penal. 
 
La exigencia de penas ejemplares por la sociedad, impulsadas por los medios de 
comunicación y el proselitismo político,  frecuentemente nacen por el sentimiento 
de venganza y retribución que sale del fuero interno de todos los seres humanos y 
que se aliviana a conocer que ese delincuente que lesionó algún bien jurídico 
tutelado convirtiendo su actuar en algo reprochable pasará gran parte de su vida 
excluido de la sociedad que lo rechaza. Mas no logra de ninguna forma la 
reafirmación o la confianza de la sociedad en la norma y su vigencia, 
materializando ese concepto de derecho penal de enemigo propuesto por Günther 
Jakobs, en la medida en que la intimidación como prevención general negativa se 
convierte en el sentimiento máximo que le da nacimiento a la imposición de 
altísimas penas, pasando en el caso de la ley 1453 de 2011 y el estatuto 
anticorrupción así como otros. 
 
De esta forma en Colombia se ha dejado de construir una legislación penal y se ha 
venido generando una legislación de lucha contra un tipo especifico de 
criminalidad, la cual pretende extinguirse imponiendo medida que produzcan 
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grandes castigos, lo que como ya anteriormente se dijo, solo alcanza la 
intimidación del delincuente, pero nunca la reafirmación de esa norma violada en 
la sociedad ni mucho menos la protección de bienes jurídicos tutelados o la 
desaparición de conductas delictivas de forma automática.  
 
 
La ley 1453 de 2011 si bien es cierto, da herramientas útiles para la labor de 
investigación, también presenta un retroceso en materia penal y procesal penal, a 
como trataremos de demostrarlo a continuación. 
 
El sistema oral acusatorio desde su inicio, quiso apartarse del sistema mixto 
inquisitivo que se adelantaba en Colombia, con un tinte de seguridad jurídica dado 
la oralidad, y de garantías respecto a los procesados. 
  
Además se hablaba de la celeridad,  y eficacia, respecto a la duración de la 
investigación penal, reto en el que nos embarcamos quienes colaboramos en la 
administración de justicia, reto que desde nuestro punto de vista, no era imposible. 
 
Veíamos en la ley 906 que una vez el señor Fiscal formulaba imputación, poseía 
30 días para tomar la decisión de preclusión o formulación de acusación, Articulo 
175 ley 906.  Además la ley 906 en su artículo 294 decía que si el Fiscal de 
conocimiento, no toma vencido éste término la decisión, se debería de asignar la 
investigación a un nuevo fiscal quien tendría 30 días más para tomarla.   
  
La ley 1453 de 2011, en su artículo 49,  modifica circunstancialmente estos 
términos,  dejando para los Fiscales 90 días a partir de la imputación para la 
formulación de Acusación ó Preclusión, y amplia a 120 cuando se trate de delitos 
de conocimiento de la Fiscalías Especializadas, o sean más de tres los imputados.  
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No bastando con esto, de igual forma el artículo 55 de la ley 1453, aumenta los 
términos contemplados en el artículo 294 de ley 906, quedando el nuevo fiscal 
designado para adelantar el proceso con 60 días para formular acusación o 
precluir la investigación. Y en los casos de conocimiento de la especializada serian 
90 días con los que contaría el nuevo Fiscal que conozca del proceso. 
 
En conclusión pasamos de 60 días como tope máximo para tomar una decisión 
(preclusión ó acusación), a 150 días, y 210 cuando se trate de delitos de 
conocimiento de la Fiscalías Especializadas, o sean más de tres los imputados. 
Además nuestra ley 906 en el artículo 175 contemplaba, que formulada la 
acusación, el juez cuenta con 30 días para la realización de la audiencia 
preparatoria, y 30 días de allí en adelante para realizar el juicio. La ley 1453 de 
2011 en su artículo 49 realiza una reforma dejando 45 días el termino para la 
audiencia preparatoria y 45 días a partir de ésta, para llevar a cabo el juicio. 
 
De esta forma, una persona que fuese imputada, ya no deberá de esperar 120 
días para que se le absuelva o condene, sino que podrá estar en espera 240 días 
o en los  delitos de conocimiento de la Fiscalías Especializadas, o cuando sean 
más de tres los imputados, podrán estar 300 días en espera de una decisión de un 
juez. 
 
De esta reforma poco se ha dicho, y es de las más importantes, dado el cambio en 
los términos del procedimiento, que van en contravía de la esencia de un proceso 
oral (celeridad, eficacia, eficiencia y efectividad) y más aun en contra de las 
garantías procesales, para los que se ven avocados a una investigación Penal. 
 
Vemos claramente que los términos se han duplicado, un procesado imputado, 
deberá esperar hasta 240 días para que se le demuestre su responsabilidad o se 
decrete su inocencia, ¿qué celeridad investigativa es ésta?. 
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Más grave aun cuando se procesa por un delito que admite medida de 
aseguramiento, y previo a la imputación se produce la captura, 240 días 
detenidos, hasta 300 días en los casos que prevé la ley. 
 
Es cómodo buscar la solución de ampliar los términos, para terminar con la 
desbandad de libertades dadas a personas y estructuras criminales, por el 
fallecimiento de los términos dados por la ley 906, a los fiscales y jueces. Con 
ésta reforma no se busca resultado diferente, que evitar la excarcelación de 
imputados, para nosotros, colaboradores de la administración de justicia es sano, 
para nosotros como ciudadanos de éste Estado de derecho podría pensar que es  
viable, pero como ser pensante y humanista no lo es, y se podría estar 
configurando en una reforma procedimental con tendencia al Derecho penal del 
enemigo. 
 
Por lo que debemos tener en cuenta el lado negativo de la norma, respecto al 
posible imputado inocente, y en el más grave de los casos inocente capturado, 
contra quien el estado por intermedio de la Fiscalía intenta juzgar, y quien podría 
estar hasta 300 días detenido; y eso, si tener en cuento los recursos y demás 
acciones judiciales que amplían este término. Lo que lleva a la posibilidad de que 
una persona sea detenida más de un año, antes de ser juzgada, resultado 
violatorio a las garantías que se  habían promulgado en  la vigente ley 906. 
 
A nuestro parecer, estos términos son desbordados, consideramos que lo 
existentes en la ley 906 eran ajustados, máxime que en los Directores seccionales 
de fiscalías poseían lo contemplado en el artículo 294 de la ley 906, para designar 
un nuevo fiscal al que se le daba un nuevo termino para realizar lo propio, y aquel 
que se le venciera sus términos debería de haber recibido una sanción, pero en la 
práctica esto nunca se vio, ni la reasignación, ni la sanción a el Fiscal que dejo 
vencer sus términos. 
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Es claro que no debemos desconocer la falta de personal, enfrentada con la carga 
laboral existente,  motivo alegado por nuestros operadores judiciales, pero la 
solución es clara, requerimos un aumento en el personal de Policía Judicial, de 
Fiscales delegados, Jueces de control de garantías y de conocimiento, de la 
mano de un estricto seguimiento por los Directores de fiscalías, y la Judicatura, 
mas no un aumento de términos. 
 
En conclusión el aumento en los términos fue la solución hallada por nuestros 
legisladores, solución que no amerita aumento en el presupuesto nacional, y solo 
va en contra de los inmersos en la investigación penal, quienes se presumen 
culpables, dado el sometimiento a medidas de aseguramiento perenes y legales, 
dado la ampliación de los términos. 
 
Tanto la redacción como la gran mayoría de los cambios propuestos en la ley 
1453, dejan ver la orientación que han tomado nuestros legisladores al Derecho 
Penal del Enemigo, dando nuestro primeros pasos con el endurecimiento 
desmedido de penas, con el aumento en las conductas punibles, con la medida 
de aseguramiento como primera opción, y con el aumento del los términos de la 
investigación penal  y enjuiciamiento, ignorando el derecho a la libertad del 
procesado, de la mano de un juzgamiento con celeridad. De esta forma se 
desconoce que la Política Criminal es el primer instrumento para evitar las 
conductas delictivas, y que el derecho penal es la última ratio “Pero sostener 
cárceles, siempre será más rentable que aplicar política criminal”. 
 
De igual forma se debe de analizar la perla contemplada en el parágrafo del 
artículo 49 de la ley 1453, donde se le da un término a los Fiscales de 2 años para 
la persecución penal (archivar o formular imputación), de 3 años cuando allá 
concurso de delitos, o sean más de tres los imputados, y 5 años para las 
investigaciones adelantadas por los Fiscales especializados.  
35 
 
Nos gustaría preguntar esto:  
 
¿Qué pensaría el ofendido en  una investigación, cuando antes de vencer los 
términos de ley 2,3 ó 5 años, se le este preguntando por su denuncia?. La 
respuesta es que antes de la ley 1453 sucedía, ahora apoyado en lo contemplado 
en la reforma, esto será legal, ¿pero es administración de justicia?. 
 
¿Qué pasaría con el indiciado en  una investigación,  por la cual se le ha expedido 
una orden de captura, y el Fiscalía la única actuación que ha realiza en el tiempo, 
es la renovación de la misma, y vencido los 2,3 ó 5 años no decidió imputar?  La 
respuesta no la poseemos, pero será lógico que ésta persona, hasta por 5 años 
según el caso, haya estado afectada en su libertad por una decisión legal, y el 
Fiscal por sus múltiples ocupaciones no le proporcione una investigación y 
juzgamiento con celeridad?. Suena descabellado, pero es la realidad y en nuestro 
trabajo  hemos conocido de estos casos. 
 
Y en materia normativa penal podemos ver el incremento desmedido y la creación 
de nuevas conductas penales. Respecto  a los incrementos, uno de los que llama 
la atención, es el hecho al artículo 365 del Código penal “porte ilegal de armas de 
fuego”, ya que su pena de prisión queda en su mínimo a nueve años, dejando de 
ser un delito excarcelable. 
 
El porte ilegal de armas es un delito de ejecución, el que sin permiso de autoridad 
competente importe, trafique, fabrique, transporte, almacene, distribuya, venda, 
suministre, repare, porte o tenga en lugar armas de fuego de de defensa personal, 
sus partes esenciales, accesorios esenciales o municiones se ve inmerso en la 
conducta en defensa del bien jurídico del peligro común o que puedan ocasionar 




Pero al analizar la reforma, se observa que lo que se pretende, no es penalizar al 
infractor por el hecho de portar un arma de fuego sin la autorización de la 
autoridad competente, si no que se estigmatiza a esta persona, se declara 
enemigo del estado y de la comunidad, asumiendo que por el hecho de portar un 
arma sin autorización, en el futuro pueda llegar a cometer un delito usándola lo 
que se debe de prevenir privándolo de la libertad. 
 
Esta medida es de politiquería y popular en la ciudadanía, pero debemos de 
recordar que de esta forma nos embarcamos de un derecho penal simbólico a la 
creación de respuestas normativas a supuestos o hechos futuros, que los 
introducimos al Derecho de los ciudadanos, generando una mescla 
desproporcionada entre el derecho y el derecho penal del enemigo.  
 
Respecto a la creación de nuevos tipos penales, como ya se dijo son alentados e 
impulsados por los medios de comunicación y el proselitismo político, las noticias 
estratégicamente editadas, generan un clamor de los ciudadanos de contrarrestar 
ciertas conductas o modalidades de conductas, y vemos que el legislativo con la 
presión del ejecutivo lavan sus manos dando a la sociedad nuevas normas o 
reformas a las existente, como solución a esa preocupación generada. Un 
ejemplo claro es el hurto de celulares en Colombia, a partir de un homicidio 
sucedido en Bogotá al parecer por el hurto de un celular, los medios de 
comunicación insisten a sus corresponsales, que se centren en la búsqueda de 
víctimas en el País de esa clase de delito, generando noticia durante 
aproximadamente 15 días. 
 
Por lo tanto el gobierno, toma medidas supuestamente drásticas respecto a la 
comercialización informal de celulares, sostienen la gravedad del hurto de estos 
equipos, y se legisla con el fin de de tranquilizar la comunidad.   Lo preocupante, 
es que se legisle y se hagan modificaciones en el código penal, en atención a 
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Dirigidas a establecer el conocimiento y criterio general de los operadores 
judiciales en el departamento de Risaralda, Procuradores Judiciales de Risaralda, 
Fiscales delegado ante el tribunal superior de Pereira, Magistrados de la Sala 
Penal de Pereira, Fiscales Especializados de Pereira, Juez Especializado de 
Pereira,  Abogados litigantes en Derecho penal, y estudiantes de de derecho, 
respecto al Derecho penal del enemigo. 
 
Además de establecer si consideran que en Colombia se ha aplicado o se viene 
aplicando el Derecho penal del enemigo.   
 
Tal como se observa en la ficha técnica que se anexa se efectuaron 30 
entrevistas, las que estaban compuestas de tres preguntas cerradas y dos 
abiertas obteniendo los siguientes resultados. (Se anexa ficha técnica) 
 
6.1.   A LA PREGUNTA ¿CONOCE LA TEORÍA DEL DERECHO PENAL DEL 













6.2. A LA PREGUNTA ¿CREE USTED, QUE EN COLOMBIA SE HAYA 









6.3. A LA PREGUNTA ¿SI SU RESPUESTA ANTERIOR ES AFIRMATIVA 
ENUNCIE EN QUÉ MOMENTO DE NUESTRA LEGISLACIÓN, O EN QUE 
CASO? 
 
Algunos comentarios hechos: 
 
- Si aunque no legislativamente, el profesor zafaroni en el libro derecho penal del 
enemigo muestra que en la práctica en Latinoamérica “países en conflicto” hay 
derecho penal del enemigo que sostenidamente se aplica. 16 
 
- Es la manifestación del Estado a través de sus leyes en contra de las 
organizaciones delictivas, estructuras que permanentemente vulneran los bienes 
jurídicos.17  
 
- En todos los casos que están relacionados con el tema de la seguridad 
democrática, pues los jueces actúan como amigos como representantes del 
Estado y a su vez es enemigo de “culpable”, que según el lenguaje de Gunther 
Jakobs es lo que el derecho penal del enemigo.18  
 
- En el Articulo 26 de la ley 1121 de 2006 que trata de la exclusión de beneficios y 
subrogados cuando se trate de delitos de terrorismo, financiación de terrorismo, 
secuestro extorsivo, extorsión y conexos.19  
 
- En la ley de justicia y Paz, y en la política de seguridad democrática. 20 
 
- Aun tenemos un sistema muy inquisitivo. 21 
                                                 
16
 Elkin de Jesús Betancur Ramirez, Abogado Especializado en Penal, Maestreando en DDHH, Abogado Litigante Nacional 
e Internacional. 
17
 Ebered Antonio Palacios Hernández, Abogado Investigador Criminalístico CTI Seccional Pereira 
18
 Elmer Mejía Gonzalez, Abogado, Asesor Dirección Seccional CTI Pereira 
19
 Luz Andrea Hincapié Correa, Abogada  
20
 Carla Cristina Castro Moscoso, Abogada 
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- Cuando aumentan las penas de los delitos existentes, buscando evitar la 
comisión de dichas conductas en lugar de trazar medidas preventivas, una real 
política criminal. 22 
 
- El caso de Raúl Reyes, en donde prevaleció el carácter de terrorista de Reyes 
por encima de las garantías fundamentales. 23 
 
- El caso más actual es la ley 1453 de 2011 en la que no solo se aumentan las 
penas de manera exagerada sino que además se penalizan doblemente algunas 
conductas. 24 
 
6.4. A LA PREGUNTA ¿EN LAS REFORMAS PROPUESTAS POR LA LEY 
1453 DE 2011 EN MATERIA PENAL Y DE PROCEDIMIENTO PENAL, 
PIENSA USTED QUE SE ADOPTO EN ALGÚN PUNTO LA TEORÍA DEL 






                                                                                                                                                    
21
 Ricardo Machado, Abogado, Fiscal Local Seccional Pereira 
22
 Juan Carlos Acevedo, Abogado, Fiscal URI Pereira 
23
 Luis Fernando Valderrama, Abogado, Fiscal Delegado ante el Tribunal de Pereira 
24






6.5.  A LA PREGUNTA ¿SI SU RESPUESTA ANTERIOR ES AFIRMATIVA EN 
QUÉ MOMENTO O EN QUE CASO CONCRETO? 
 
Algunos comentarios hechos: 
 
- En los relacionado a los vencimiento de términos, el porte de municiones, 
legalización de capturas en favor del Estado, especialmente en las 
interceptaciones e incautaciones de comunicaciones y elementos o aparatos 
electrónicos. 25 
 
- Obviamente con el aumento de penas para algunos delitos y en los beneficios o 
rebajas de pena, que fueron reducidos considerablemente. 26 
                                                 
25
 Elkin de Jesús Betancur Ramirez, Abogado Especializado en Penal, Maestreando en DDHH, Abogado Litigante Nacional 
e Internacional. 
26
 Carlos Alfonso Rodriguez Henao, Abogado, Juez 2 Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad Pereira. 
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- Articulo 28 de la ley 1453 de 2011 que modifica el artículo 32 de la ley 1142. 27 
 
- Suprime y lesiona Derechos Constitucionales como “libertad de expresión”, a la 
potestad y a exigir el cumplimiento de nuestros derechos “Ley de seguridad 
Ciudadana”. 28 
 
- En los delitos de Porte Ilegal de Armas articulo 365 Código Penal y Articulo 376, 
se modifico tanto la pena como la modalidad, en los casos de flagrancia donde 
crearon dos situaciones que dejaron vacios jurídicos. 29 
 
- Potestad dada al Fiscal para ordenar la vigilancia y seguimiento, sin control 
previo. 30 
 
- Aumento de penas al porte ilegal de armas, así como otras modalidades. Mas 
situaciones que constituyen flagrancia. 31 
 
- El exagerado aumento de las penas en materia de Porte Ilegal de armas de 
fuego, no es característica del derecho penal del ciudadano, sino del enemigo. 32 
 
- La pena tan drástica para el Porte Ilegal de Armas, la doble incriminación cuando 
se utiliza a un menor para la comisión de un delito. 33 
 
                                                 
27
 Luz Andrea Hincapié Correa, Abogada  
 
28
 Carla Cristina Castro Moscoso, Abogada 
29
 Maria Constanza Tirado Aristizabal, Estudiante de 5 año de Derecho Universidad Libre de Pereira, Asistente Fiscalía 
General de la Nación. 
30
 Ricardo Machado, Abogado, Fiscal Local Seccional Pereira 
31
 Juan Carlos Acevedo, Abogado, Fiscal URI Pereira 
32
 Luis Fernando Valderrama, Abogado, Fiscal Delegado ante el Tribunal de Pereira 
33
 Margarita Rosa Cortes Velasco, Abogada, Ex Fiscal delegada ante el Tribunal del Pereira, Docente Universitaria. 
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7. EXISTE EN COLOMBIA DERECHO PENAL DEL ENEMIGO? 
 
 
En un artículo titulado Derecho penal del enemigo ¿ficción o realidad Manuel 
Socorro Rodríguez Palacios34 dice que aunque muchos consideren  descabellado 
este sistema penal   -del enemigo-  y vean como imposible su implantación, ya ha 
tenido aplicación práctica en algunas reformas que en materia de antiterrorismo se 
han pretendido introducir en  el estatuto penal colombiano, con los cuales se 
pretende introducir un régimen penal excepcional para los “enemigos del estado”. 
 
Continúa Rodríguez Palacios en su artículo diciendo  que la implantación de tal 
sistema no se realiza en un solo evento, sino progresivamente; mediante leyes, 
decretos y todo tipo de reformas que pasan desapercibidas ante la corta mirada de 
muchos, pero que su fuerte impacto no deja de sentirse. 
 
Finalmente precisa que el derecho penal del enemigo no es una ficción, es una 
realidad aunque se pretenda disfrazar. 
 
Por su parte Carlos Andrés Guzmán Díaz35 en su ensayo “Derecho penal del 
enemigo” dice que en cierto escenario académico de otra ciudad, se expuso que 
no es posible que haya Derecho penal del enemigo en Colombia, y básicamente 
se proponían algunas razones, como que no existe una legislación antiterrorista, 
todos los delitos son susceptibles de rebajas por acuerdos, no hay leyes duras 
para los reincidentes, y tampoco se observa un castigo demasiado severo para los 
agresores sexuales de menores. Pero para infortunio del reconocido jurista 
expositor, al momento en que se escribieron esas líneas (2006) a hoy, mucha 
agua ha pasado por debajo del Puente Ortiz.  
                                                 
34
  Manuel Socorro Rodríguez Palacios, Derecho penal del enemigo. ¿ficción o realidad?, Publicado 03/12/2009 
35
 Carlos Andrés Guzmán Díaz,  Derecho penal del Enemigo 
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Por lo que Guzmán Díaz cree que sea válido hablar de un modelo de derecho 
penal del enemigo en Colombia. De hecho hay una redefinición del enemigo con 
cada hecho noticioso y, por tanto, se orientan esfuerzos politicocriminales a un 
grupo diferente en cada nuevo amanecer.  
 
Vemos pues que estos dos profesionales afirman la existencia en Colombia del 
Derecho penal del enemigo, caso que concuerda con los resultados de las 
entrevistas efectuadas, donde el 47% de las personas encuestadas manifestó 
conocer la teoría del Derecho penal del enemigo, y el 77% de éstas confirmaron la 
existencia de el Derecho penal del enemigo en Colombia y sustentaron sus 
respuestas.  
 
En nuestro país, si bien es cierto no existe legalmente contemplado o reconocido 
un derecho penal del enemigo, si se puede decir que la tendencia legislativa está 
encaminada a introducir al Derecho Penal, Derecho penal del enemigo, como lo 
dice Manuel Socorro Rodríguez Palacios, el Derecho penal del enemigo aparece 
disfrazado, progresistamente mediante leyes, decretos y reformas que apuntan 
claramente a ésta tendencia. 
 
Y también se debe de decir que no es del momento, ni desde la creación de la “ley 
de seguridad ciudadana”, porque se debe de recordar la guerra contra los carteles, 
luego el proceso 8000 y el enriquecimiento ilícito, después nos encaminamos a 
combatir el flagelo del  secuestro, y hoy son los delitos sexuales contra niños, y 
como lo dice Guzmán Díaz “todo apunta a que el siguiente nivel serán los delitos 
de género” para continuar con las reformas e incrementos de penas apuntando a 
un Derecho penal del enemigo.  
De lo investigado en el desarrollo de esta monografía, podríamos decir que en 
Colombia se pretende solucionar legislando lo que el Estado por falta de una 
política criminal clara, no ha podido atender, solo por nombrar un caso nos 
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remitimos nuevamente a los delitos sexuales, pero en este momento para ver la 
forma desbordada en que el Estado responde a un clamor, ya que en solo 10 años 
la pena para esta clase de delitos se ha incrementado más de 10 veces en su 
tamaño original, y como ya se dijo cursa en el congreso referendo para la cadena 
perpetua.  
 
Hace poco nuestra universidad atendió un congreso donde el tema central fue el 
Derecho penal del enemigo, claramente los estudiosos del derecho sostenían que 
si existía en Colombia Derecho penal del enemigo, y otros que era la tendencia 
legislativa, y los políticos manifestaban que no, que se estaba confundiendo las 
herramientas que el Estado ha venido dando a los administradores de justicia en 
pro de la Seguridad Ciudadana, e insistían que la política criminal existe en 
Colombia.  Claro, como lo dijo alguna vez la Corte Suprema de Justicia, la Política 
Criminal “puede ser de coyuntura”, y yo agregaría: improvisada, sensacionalista y 
politizada, pero al fin de cuentas política criminal. No debemos de olvidar en que 
quedo la salvaguarda de la seguridad del Estado en Alemania.  
 
Por lo que la respuesta a nuestro interrogante propuesto, es que en Colombia no 
existe Derecho penal del enemigo, pero lo que ha venido haciendo carrera es un 
Derecho penal simbólico, con tendencia y matices de una peligroso Derecho penal 
del enemigo, con una desnaturalización del derecho y garantías, por la priorización 
de la seguridad del ciudadano. 
  
Situación que se puede ver como un retroceso en materia penal, respecto a las 
garantistas, los principios generales del derecho y de los derechos fundamentales 
de las personas. Máxime cuando se desconoce los avances y el direccionamiento 
del Derecho penal en los Estados sociales de derecho, quienes luchan por la  
implementación del “Derecho penal mínimo”, y el Derecho penal como “ultima 






Dando respuesta al interrogante inicial de nuestro trabajo investigativo y de 
análisis del derecho penal existente en Colombia, debemos concluir que día a día, 
el derecho penal del ciudadano que rige nuestro Estado Social de Derecho, viene 
siendo permeado por el derecho penal del enemigo. 
 
La responsabilidad de esta realidad jurídica no es única y exclusivamente 
atribuible a los legisladores ni al gobernante de turno, por el contrario, la 
responsabilidad ciudadana inicia con el conciente ejercicio del derecho del voto, 
desde el mismo momento en que a los electores nos mueven los intereses y 
conveniencias personales, sobre las cualidades personales, culturales y 
educativas de los por elegir. Es así como quienes llegan al Congreso con la 
responsabilidad de legislar para nuestra convivencia, no tienen las capacidades 
requeridas para dicha tarea, pues somos nosotros mismos quienes nos 
encargamos de que así sea.  
 
En Colombia no existe actualmente una política criminal clara que permita dar 
respuesta a las situaciones de pobreza y desigualdad provocada por la economía 
que genera delincuencia, problemáticas sociales de educación, trabajo, vivienda, 
etc.; hacen que la única y actual respuesta del Estado para los ciudadanos sea 
una mayor limitación a los derechos fundamentales y a la estigmatización de 
quienes de alguna manera violentan el ordenamiento jurídico e inclusive, quienes 
realizan actos meramente atentatorios. Pareciera que la consigna que rige 
nuestras vidas fuera “más seguridad con menos garantías”; pues es este el 




A nivel mundial son muchos los casos que sirven de ejemplo de aplicación del 
derecho penal del enemigo, uno de los más relevantes, además de la era Nazi en 
Alemania como se documentó, fue el atentado terrorista a las torres gemelas en 
Estados Unidos, hecho reprochable, violatorio de todos los derechos 
fundamentales personales y colectivos además de los tratados internacionales; lo 
que generó una reacción lógica del estado americano en cuanto a la expedición de 
leyes antiterrorismo, se hicieron mayores las medidas de seguridad en lo referente 
a la aviación, se incrementaron los requisitos y niveles de exigencia para lograr 
autorización de ingreso a dicho país.  
 
Analizando los fundamentos del derecho penal del enemigo podemos sintetizar 
que el enemigo es entendido como NO PERSONA, NO CIUDADANO, son quienes 
actúan contra la ley penal y el sistema penal, quienes se apartan del contrato 
social firmado con el Estado consistente en el cumplimiento de normas. Sin 
embargo, esta situación de delincuente no puede estigmatizar a la persona, no se 
concibe dentro de un Estado Social de Derecho, que exista diferenciación entre 
las personas y ciudadanos, menos que la única respuesta del Estado a las 
necesidades sea un expansionismo penal entendido como el aumento 
desproporcionado de penas, buscando legitimar el poder a través de la seguridad, 
se desdibuja así la concepción de ultima ratio, contrariamente al derecho penal 
mínimo, limitador de libertades de manera proporcional. Así el derecho penal del 
enemigo es total y no fragmentario pues sanciona todo actuar, sanciona a quienes 
no se comportan con fundamento a la  ley penal, pues pasan a ser sospechosos y 
deben ser investigados.  
 
Dentro de este tipo de derecho, toda duda entonces deberá resolverse en contra  
del procesado. Un claro ejemplo en nuestra legislación penal actual lo 
encontramos en los casos de los conductores de vehículos que en estado de 
alicoramiento producen un daño a la integridad personal, pues ya no es suficiente 
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inmovilizar el vehículo y sancionar penalmente, sino que se busca como única 
finalidad que dicho conductor vaya a la cárcel.  
 
En nuestro país siempre por cada situación que genera alteración, se busca 
penalizar y aumentar las penas, ninguna otra opción ofrece el Estado y los 
legisladores. Se reacciona a las manifestaciones de la sociedad pidiendo 
seguridad. Con relación al conflicto armado interno que se presenta, los 
gobernantes son quienes definen a los enemigos e incluso se promulgan normas 
que regulan dichos combates que permiten inclusive matar al denominado 
enemigo sin que se tipifique como delito de homicidio, clara muestra de la 
existencia del derecho penal del enemigo en nuestro país.  
 
Como lo señalaba Zaffaroni, autor ampliamente citado en este trabajo, “la pena es 
un acto de poder, no repara, no reforma”.  
 
La filosofía con la que se dio paso al derecho penal del enemigo en ocasiones ha 
sido mal utilizada para otros fines, de carácter político, económico, etc. Pues dejan 
de ser un medio para alcanzar una seguridad social y se convierten en temas de 
proselitismo político, temas de popularidad para los gobernantes, quienes 
finalmente terminan dando al pueblo lo que estos creen necesario para lograr las 
finalidades del Estado Social de Derecho establecidas en nuestra Constitución. Se 
genera así lo que en esta monografía se ha indicado como el derecho penal 
simbólico entendido como la tipificación desbordada y oportunista, mediática; 
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